Hoy concluye la presentación del Estado de Chile ante esta Comisión. La concurrencia de la numerosa delegación que ha asistido a Ginebra, compuesta por altos representantes de los tres poderes del Estado, deja en evidencia la relevancia que para nuestro país tiene esta instancia.
Nos hemos preparado con seriedad, trabajando y estudiando con diversas instituciones del Estado y la sociedad civil, con el objetivo de responder a cada una de las observaciones efectuadas en el año 2020, como también de actualizar lo avanzado desde 2022 a la fecha, ocasión en que Chile dio su respuesta a la lista de cuestiones previa transmitida por este Comité. 
Como Gobierno de Chile, cerramos este proceso con la certeza que Chile es un Estado que demuestra la existencia de avances concretos en diversos ámbitos y que realiza esfuerzos para satisfacer las exigencias de la Convención, pero también reconociendo las brechas, puesto que somos conscientes de que debemos mejorar aún en diversos aspectos.
Chile es un Estado de Derecho y, como tal, se rige por las Bases de la Institucionalidad que fija la Constitución Política de la República. La primera de ellas señala: “Las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos”, es decir, no es el Estado el que proporciona esa igualdad, sino que ella es reconocida por aquel, lo que deja de manifiesto que la persona es anterior al Estado y que este se encuentra al servicio de ella. 
Por ello, la Constitución establece como un derecho esencial a la persona humana “la igualdad ante la ley”, agregando que “hombres y mujeres son iguales ante la ley y que ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias”.
Las Bases de la Institucionalidad son transversales a toda la estructura jurídica del Estado y, como tal, cada ley y reglamento que se incorpora al ordenamiento jurídico debe satisfacer, tanto formalmente como sustancialmente, esas exigencias.
Es por esto que Chile ha hecho propios los objetivos de la Convención: promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente.
Como consecuencia, como aquí se ha mencionado, desde la entrada en vigor de la Convención para nuestro país, se ha avanzado en la dictación de nuevas leyes, en la creación e implementación de institucionalidad especializada y en la aplicación de políticas públicas que se esfuerzan por transversalizar la discapacidad dentro del actuar de los Poderes del Estado, especialmente en salud, educación, trabajo, emergencias y desastres, vivienda, seguridad pública, acceso a la justicia y deporte. 
Esto es lo que reafirmamos con claridad: sabemos que aún tenemos desafíos pendientes, pero tenemos también avances sustantivos que no se deben pasar por alto, porque detrás de ellos existen procesos democráticos que denotan un compromiso de la sociedad y del Estado con los derechos de las personas con discapacidad.
De ahí que nos permitimos recordar que Chile reconoce los derechos de las personas con discapacidad y los protege a través de un sinnúmero de cuerpos legales, que han sido citados en estas sesiones.
En nombre de la delegación nacional, agradezco a la sra. Presidente de este Comité, a los expertos, al INDH, a la Defensoría de la Niñez y a la sociedad civil por esta instancia. Asimismo, quisiera hacer un particular reconocimiento a nuestra delegación remota, quienes nos han acompañado desde Chile, y comenzaron a trabajar hoy a las 3 de la mañana, horario de Chile. Cierro reafirmando el deseo del Gobierno de Chile de continuar trabajando hacia el goce pleno y efectivo de los derechos de todas las personas con discapacidad en Chile.
Muchas gracias. 
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